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1. ASUNTO A DECIDIR
1.1 Corresponde a la Sala resolver lo pertinente en relación con la impugnación interpuesta por la Coordinadora Jurídica  Regional Sur Occidente de la NUEVA EPS S.A.,  contra el fallo  mediante el cual el Juzgado Tercero Penal  del Circuito de esta ciudad, tuteló los derechos de la accionante MARIA EUNICE VÁSQUEZ DE LÓPEZ. 

2. ANTECEDENTES
2.1 La señora  MARIA EUNICE VÁSQUEZ DE LÓPEZ, interpuso acción de tutela en contra de la NUEVA EPS, por considerar vulnerados los  derechos fundamentales  a la  salud, y a la  vida en condiciones dignas.
2.2 El supuesto fáctico de la demanda de tutela se sintetiza así:
· Manifiesta ser pensionada y cotizar en salud a la NUEVA EPS seccional Risaralda.

· De tiempo atrás y en varias ocasiones, se le ha diagnosticado ÙLCERA GÁSTRICA TIPO III forres estado II B.
· Acudió al mèdico particular, quien le ordenó una                                                           “videoesofagogastroduodenoscopia”, la cual mostró que tiene un nicho ulceroso de 2 cm. de diámetro en el estomago, enfermedad que requiere de tratamiento, controles, biopsias y atención de un gastroenterólogo.
· Un mèdico particular le formuló por seis semanas  lo medicamentos “pariet y Dip suspensión” los que son de alto costo.
·  La actora solicitó la mencionada atención y medicamentos a la NUEVA EPS, pero hasta el momento no la ha recibido.
· Acude ante el Juez constitucional, con el fin de salvaguardar sus derechos fundamentales vulnerados y solicita que se ordene a la NUEVA EPS que le brinde la atención requerida, suministre los medicamentos, órdenes médicas y quirúrgicas indispensables para su tratamiento.

2.3 Mediante auto del 11 de marzo de 2010 el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira dio traslado del escrito de tutela a la entidad accionada
. 
2.4 La NUEVA EPS, a través de su representante judicial, manifestó que la señora Vásquez de López se encuentra afiliada a esa entidad prestadora de salud,  en calidad de cotizante,  relata que ha prestado todos los servicios solicitados por la accionante, referente a los procedimientos ordenados por el médico tratante de la EPS, señala que la entidad que representa, no le autorizó los medicamentos NO POS, prescritos por el galeno particular de la actora, ya que esa entidad, sólo suministra los medicamentos y/o procedimientos ordenados por médicos adscritos a la red de la NUEVA EPS, por lo que su entrega sería improcedente, dice que en aras de satisfacer las pretensiones de la actora, esa entidad hizo consecución de la cita para el 18 de marzo de 2010, con el objetivo de que fuera valorada por un profesional de la medicina  adscrito a la NUEVA EPS, para que  sea  el que determine el tratamiento a seguir en el caso particular de la accionante, por lo que considera que esa entidad no vulneró los derechos fundamentales reclamados y solicita del Juez constitucional abstenerse de tutelar la reclamación de la actora por haber surgido un hecho superado. 
3- DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA 

3.1 Mediante fallo del 17 de marzo de 2010
, el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, decidió tutelar el amparo Constitucional invocado par la señora MARIA EUNICE VÁSQUEZ DE LÓPEZ contra LA NUEVA EPS S.A. al considerar que a pesar  que esta entidad informó que para el día 18 de marzo estaba programada la cita con el gastroenterólogo adscrito a esa EPS, no se puede afirmar que la pretensión de la accionante haya quedado satisfecha, hasta la verificación de que el hecho sea cumplido y cierto, por lo que ordenó a la citada E.P.S. que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, procediera a realizar la valoración a la accionante por un especialista gastroenterólogo, con el fin de establecer el tratamiento a seguir respecto de la patología que padece referida en el trámite, el cual se deberá realizar en el menor tiempo posible de acuerdo con las respectivas indicaciones médicas. 
4. IMPUGNACIÓN
4.1 La representante de la entidad demandada centra su inconformidad en lo relacionado con el suministro del tratamiento integral, medida que en su sentir, es confusa, pues el fallo del juez de primer grado no es claro en el sentido de si la NUEVA EPS debe suministrar atención integral a la actora por la patología originada de esta acción, pues de ser así, es posible que el tratamiento idóneo para tratar la enfermedad de la accionante implique medicamentos y/o procedimientos excluidos del pos, caso en el cual se debería adicionar el fallo impugnado, y facultar a la  NUEVA EPS, para que recobre al FOSYGA los valores que se deban sufragar en cumplimiento del fallo y que sean NO POS. 

4.2 Igualmente, refiere que en el caso concreto se presentó un hecho superado, debido a que como se mencionó en la contestación de la tutela, la “VALORACIÓN POR GASTROENTERÓLOGO” se realizó el 18 de marzo de 2010,
4.3 Por lo expuesto solicita: i) revocar el fallo de tutela en su integridad, toda vez que se configuró un hecho superado, y en su lugar no tutelar los derechos de la accionante ii) adicionar el fallo en el sentido de que se otorgue a la NUEVA EPS, la facultad de recobro por el 100%, por concepto de los servicios NO POS que se le deban suministrar a la actora en razón al tratamiento integral implícito ordenado por el juzgado.
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1 Esta Sala es competente para conocer de la presente  acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2  Problemas jurídicos y solución 

Con base en lo  expuesto por la impugnante,  esta Corporación debe decidir si la sentencia adoptada por el a quo,  fue acorde con los preceptos legales en relación con los siguientes aspectos:

(i) Haber establecido que se estaba presentando una vulneración de los derechos de la accionante por parte de la NUEVA EPS.   
(ii) Haber concedido el amparo de los derechos de la accionante, por no existir un “hecho superado”; 
(iii) Disponer lo concerniente al  tratamiento integral del problema de salud que aqueja a  la accionante, pero no haber autorizado a la EPS para recobrar ante el FOSYGA el 100% de los gastos en que incurra con ocasión de los procedimientos NO POS. que le sean practicados a la afectada, con relación a la patología debatida; en cumplimiento del fallo.
5.3 Inicialmente debe decirse que no resultan de recibo los argumentos de la representante de la NUEVA EPS, en el sentido de que se presenta una situación de hecho superado frente a la negativa de esa entidad para autorizar el procedimiento ordenado a la accionante, pues resulta evidente que esa entidad si bien dijo haber autorizado el procedimiento denominado “VALORACIÓN POR ESPECIALISTA GASTROENTERÓLOGO” conforme a lo expuesto en el escrito de respuesta a la demanda de tutela, sólo se tuvo conocimiento de dicha autorización el 16 de marzo de 2010  ( Fl. 16), cuando ya se estaba tramitando la solicitud de amparo de derechos de la accionante, al  tiempo que consideró que no era de su cargo el tratamiento integral de la usuaria, máxime cuando dice no tener certeza si el a quo lo ordenó o no, toda vez que no autorizó el recobro ante el FOSYGA por los procedimientos NO POS  que se le realicen a la actora.  
5.4 Del hecho superado 

5.4.1. Sobre la determinación del Juez de instancia, de conceder la tutela, por  no haber surgido el fenómeno procesal conocido como hecho superado al haberse autorizado el procedimiento denominado “VALORACIÓN POR ESPECIALISTA GASTROENTERÓLOGO”, esta colegiatura la encuentra acorde; ya que la trasgresión a los derechos fundamentales de la actora al momento de emitir el fallo de tutela no habían cesado, pues únicamente, en la contestación de la demanda, la entidad accionada manifestó que se había programado la cita para el 18 de marzo del 2010. Entendiéndose así lo anterior como un hecho futuro e incierto, que podría estar sujeto a cambios, que no podría asumirse como un hecho superado. Además cabe resaltar que existen pronunciamientos del máximo órgano constitucional, en donde se ha previsto que si el Juez Constitucional advierte que a pesar de haber cesado la transgresión de derechos fundamentales se puede establecer que efectivamente existió vulneración, solo que ya fue superada, el funcionario debe realizar el correspondiente juicio de reproche contra la entidad y tutelar el derecho, aunque deba aclararse que la decisión no comporta orden alguna, en tanto se está frente a un hecho superado.

Al respecto, en la sentencia T 124 de 2009, se expresó:

“Sin embargo, hay ocasiones en las que el supuesto de hecho que motiva el proceso de tutela se supera o cesa, ya sea (i) antes de iniciado el proceso ante los jueces de instancia o en el trascurso del mismo o (ii) estando en curso el trámite de revisión ante esta Corporación
.En éste último evento, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la acción de tutela se torna improcedente
 por no existir un objeto jurídico sobre el cual proveer, sin que por ello, pueda proferir un fallo inhibitorio (por expresa prohibición del artículo 29 del Decreto 2591 de 1991).

En efecto, esta Corporación ha dispuesto que en las hipótesis en las que se presente el fenómeno de carencia actual de objeto, el juez de tutela debe proferir un fallo de fondo, analizando si existió una vulneración de los derechos fundamentales cuya protección se solicita y determinando el alcance de los mismos, con base en el acervo probatorio allegado al proceso. Por ello, cuando en el trámite de revisión, se infiera que el juez de instancia ha debido negar o conceder el amparo solicitado “debe procederse a revocar la providencia materia de revisión, aunque se declare la carencia actual de objeto, porque no es viable confirmar un fallo contrario al ordenamiento superior”
…”

5.4.2 En este orden de ideas, como quiera que tal  como expresamente lo señaló él a quo, a la actora MARIA EUNICE VÁSQUEZ DE LÓPEZ le fueron vulnerados sus derechos fundamentales a la salud, la vida y la integridad personal, al no proporcionarle de manera oportuna la valoración que tuvo que solicitar ante el Juez de tutela, se confirmará el fallo objeto de impugnación declarando eso sí, la carencia actual de objeto por la prestación del servicio reclamado ya que la Sala tuvo conocimiento de que dicho examen ya fue ordenado.

5.5 Sobre el tratamiento integral

5.5.1 Como quiera que no basta con la sola práctica de la “VALORACIÓN POR ESPECIALISTA GASTROENTERÓLOGO” realizada, para considerar atendida la enfermedad de la accionante, debe procurarse por la prestación de los servicios médicos que con posterioridad requiera, derivados de su patología, por lo que es obligación  de la entidad accionada brindar la  atención integral necesaria, tal como fue ordenado, a efecto de lograr en lo posible restablecer el estado de salud de la señora MARIA EUNICE VÁSQUEZ DE LÓPEZ.

5.5.2 Lo anterior porque en virtud de los principios de integralidad y continuidad que rigen la Seguridad Social, se impone la obligación de la prestación de los servicios en salud, a todos aquellos que se encuentran vinculados a través del Régimen de Seguridad Social en salud, quienes tienen derecho a recibir un servicio completo, de acuerdo con sus necesidades
. Por ello deberá la NUEVA EPS, brindar el tratamiento que requiera la enferma, conforme lo tiene sentado la jurisprudencia:

“La jurisprudencia de esta Corporación señala que este principio implica que la atención y el tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones. En tal dimensión, el tratamiento integral debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud. En consecuencia, la Corte ha considerado que la prestación de estos servicios comporta no sólo el deber de la atención puntual necesaria para el caso de la enfermedad, sino también la obligación de suministrar oportunamente los medios indispensables para recuperar y conservar la salud. En estas condiciones, por ejemplo, la Corporación ha amparado el derecho a la salud de las personas que solicitan el suministro de un medicamento que puede ser sólo para el alivio de su enfermedad, aunque no sea para derrotarla. Se concluye entonces que el alcance del servicio público de la seguridad social en salud es el suministro integral de los medios necesarios para su restablecimiento o recuperación, de acuerdo con las prescripciones médicas aconsejadas para el caso, ya conocidas, pronosticadas  o previstas de manera específica, así como de las que surjan a lo largo del proceso.

5.5.3 El haberse dispuesto el tratamiento integral para la actora como bien lo manifiesta el Juez de primera instancia
, contrario a lo deprecado por la NUEVA EPS, no es una presunción de violaciones futuras a derechos fundamentales por abarcar situaciones que no han tenido ocurrencia, sino una real y efectiva protección a las garantías constitucionales, razón por la cual éste deberá implementarse por la entidad accionada, como lo ha expresado la jurisprudencia en múltiples oportunidades.

5.5.4 Por ello y en el evento de que por parte de la E.P.S. se suministre en el futuro componentes que se encuentren excluidos, tendrá derecho a recobrar ante el “Fosyga” por el 100% de los gastos en que incurra, siempre y cuando no esté obligada a asumirlos, salvo que para su cumplimiento se inicie incidente de desacato, evento en el cual sólo podrá solicitar el 50%, como lo ha decantado el Tribunal Constitucional.

“Con la incorporación de la interpretación realizada por la Corte para la exequibilidad condicionada de la disposición que se analiza, ésta deviene en constitucional, de manera tal que los usuarios tanto del régimen contributivo como del subsidiado podrán presentar solicitudes de atención en salud ante las E.P.S. en relación con la prestación de servicios médicos -medicamentos, intervenciones, cirugías, tratamientos, o cualquiera otro-, ordenados por el médico tratante y no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud. En el caso de que las E.P.S. no estudien oportunamente los requerimientos del médico tratante para los usuarios del Régimen Contributivo respecto de servicios excluidos del P.O.S. y sean obligados a su prestación mediante acción de tutela, la sanción que impone la disposición demandada a las E.P.S. es que los costos de dicha prestación serán cubiertos por partes iguales entre las E.P.S. y el Fosyga. En el caso del Régimen Subsidiado ésta disposición deberá entenderse en el sentido de que los costos de la prestación ordenada vía de tutela serán cubiertos por partes iguales entre las E.P.S. y las entidades territoriales, de conformidad con las disposiciones pertinentes de la Ley 715 del 2001.

Con fundamento en lo previamente expuesto, se procederá a confirmar el proveído impugnado, con las modificaciones aludidas. 

5.- DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

6. FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Tercero Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con los argumentos expuestos.

SEGUNDO: SE AUTORIZA a la NUEVA EPS S.A. Para que recobre ante el FOSYGA, por el 50% de  los gastos en que incurra en cumplimiento de este fallo y a los que en principio no estuviere obligada. En caso de llegar a prestar componentes de atención integral, tendrá derecho al repetir por la totalidad de su valor siempre y cuando la EPS no esté obligada a su suministro y no medie incidente de desacato para el efecto, en cuyo caso sólo se autoriza el recobro del 50%.  

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

LEONEL ROGELES MORENO

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LOPEZ

Secretario
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